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APOYO A LA  IMPLEMENTACION DE LA

CONVENCION INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCION EN CENTRO AMÉRICA

I

DIAGNOSTICO DEL MARCO NORMATIVO NACIONAL ATINENTE A LAS MEDIDAS PREVENTIVAS CONTEMPLADAS EN EL ARTICULO III DE LA

CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCION

I.  Consideraciones preliminares

De conformidad con los términos de referencia establecidos, de seguido  se pasan a exponer los resultados del análisis llevado a cabo para los efectos del diagnóstico que interesa, partiendo de que el mismo se haya circunscrito a las medidas que prevé el Artículo III de la Convención Interamericana contra la Corrupción, específicamente relacionadas con las normas de conducta para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las funciones públicas y a los mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de dichas normas, específicamente las relacionadas con los:

· Destinatarios de tales normas

· Derechos a favor de quienes  desempeñan funciones públicas

· Deberes que deben observar quienes desempeñan funciones públicas

· Prohibiciones aplicables a quienes desempeñan funciones públicas

· Inhabilidades para ocupar cargos o desempeñar funciones públicas

· Incompatibilidades aplicables a quienes desempeñan funciones públicas

· Normas que preserven la moralidad en el reclutamiento de servidores públicos y establezcan sistemas estructurados de promoción o ascenso por mérito.

· Mecanismos efectivos para hacer cumplir las distintas categorías de normas precitadas 

· Proyectos  en trámite que incorporen normas jurídicas relacionadas con los extremos aludidos

II.  Metodología

Para los efectos de este análisis se siguen las pautas fijadas en los términos de referencia, de forma tal que este documento pretende ajustarse, hasta donde ello resulte razonable y apropiado para quien lo examine, al orden preestablecido en el cuestionario que tales términos de referencia incorporan. De forma tal que se ha buscado mantener la identificación de las diversas variables, tal cual la consigna el cuestionario referido.

En este sentido, es del caso acotar que algunas variables  -dada la forma en que el cuestionario las plantea o ubica-, cuando se relacionan con  las disposiciones que sobre determinado tema hemos podido ubicar en nuestro ordenamiento jurídico, tienden a confundirse.  Ello sucede específicamente, con algunas referidas a las normas de conducta que regulan prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades, de forma tal que se ha buscado, en aras de lograr una mayor precisión,  incorporarlas en la sección del cuestionario donde mejor respondan a la variable que se plantea.

Asimismo, en cuanto a los proyectos de normativa jurídica  atinente a los temas que se encuentran en trámite, siguiendo la instrucción que formulan los términos de referencia en el punto 3.4.n, se ha procedido a elaborar un Anexo que recoge su análisis, siguiendo el formato del cuestionario. 

Para efectos prácticos, se incluye una tabla de abreviaturas para designar la denominación de la  diversa normativa que se cita en el documento.

III. Resultados del análisis

a. ¿Existen en el ordenamiento jurídico de su país (Constitución Política, Ley, Decreto,  Reglamento, etc.) disposiciones que establezcan normas de conducta para el correcto y adecuado cumplimento de las funciones públicas  y mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de dichas normas?

Sí, existen disposiciones de esta naturaleza.  Podemos atrevernos a decir inclusive que existen demasiadas normas, desperdigadas en multitud de cuerpos normativos, tanto de rango legal como reglamentario, y que lamentablemente no guardan,  armonía ni sistematización entre sí.  Razones de orden histórico o político, algunas de ellas muy justificadas,  han llevado a la proliferación de tales disposiciones y han venido a generar  verdaderos “feudos” normativos, cuyos destinatarios están determinados por los mismos, y generan verdaderas discriminaciones entre quienes desempeñan funciones para el Sector Público, en gran medida injustificadas, si se toma en consideración la naturaleza de las funciones que se ejecutan.

Así, tenemos el régimen de servicio civil, gestado por el Constituyente del año 1949 e incorporado en la  Constitución Política (artículos 191 y 192) con la clara intención de crear un  régimen aplicable a los servidores públicos, regido por el Derecho Público y orientado a establecer un solo cuerpo normativo  que viniera a regular el régimen de empleo público (Véanse, entre otros, los Votos de la Sala Constitucional 1119-90; 1696-92 y 1472-94).

Empero el legislador abandonando la idea de un régimen con vocación de generalidad concebido por el Constituyente,  emite un Estatuto de Servicio Civil (Ley No. 1581 de 30 de mayo de 1953), restringido a los servidores del Poder Ejecutivo y manteniendo esa tendencia continúa aprobando textos legales dirigidos a órganos o sectores específicos (Asamblea Legislativa, Poder Judicial, Tribunal Supremo de Elecciones, Contraloría General de la República, etc.); llega inclusive a disponer que entidades descentralizadas (incluidas algunas instituciones autónomas; v. gr. caso del Instituto Nacional de Aprendizaje –Ley 6868 de 6 de mayo de 1983, artículo 24-) se rijan por las disposiciones del Estatuto de Servicio Civil.  Los entes y órganos de las administración cuyos servidores no se encuentran sujetos a las disposiciones de dicho Estatuto,  o no  cuentan con normativa específica, o aún contando con ella, la misma resulta insuficiente para regular los diversos aspectos que involucran las relaciones con sus funcionarios, aplican las disposiciones del Código de Trabajo (Ley No. 2 del 27 de agosto de 1943 –CT-).

Con la promulgación de la Ley General de la Administración Pública (No. 6227 de 2 de mayo de 1978 –LGAP-) y el advenimiento de la Sala Constitucional, se empieza a desentrañar tan confuso panorama y comienza a hablarse de un régimen de empleo público, regido por las disposiciones del Derecho Público y, por ende, esencialmente diverso en muchos de sus postulados del régimen laboral plasmado en el Código de Trabajo (véase el artículo 112.1 LGAP, que sienta el principio de que las relaciones de servicio entre la Administración y sus servidores se rigen por el Derecho Administrativo).

Esta evolución no ha sido  fácil, pues durante muchos años se aplicaron, sin mayor discusión, los principios y normas propias del Derecho Laboral a los servidores públicos, lo cual propició distorsiones que, no obstante la jurisprudencia constitucional que se viene gestando desde hace diez años, aún hoy dan cabida a situaciones peculiares, que se mantienen en virtud del instituto de los derechos adquiridos.

 Si hay un aspecto medular que se deriva de la jurisprudencia de la Sala Constitucional, es el referido a la premisa que ha fijado, en el sentido de que los principios básicos que consagra la Constitución para el régimen de servicio civil: nombramiento sobre la base de idoneidad comprobada  y estabilidad en el empleo, cubren a todos los funcionarios al servicio de la Administración Pública, tanto central como descentralizada (Voto 1119-90 de la Sala Constitucional).

 Se puede concluir entonces, que la tendencia que se aprecia en los últimos años en nuestro país, en cuanto al régimen de empleo público,  ha venido orientada por la jurisprudencia constitucional, que ha generado eco en las resoluciones emitidas por otras jurisdicciones (contencioso administrativa y laboral).  Esta jurisprudencia emanada en sede judicial  se ve a su vez complementada con la emitida por otros órganos en sede administrativa, cuyos dictámenes consultivos son vinculantes  (por así disponerlo la ley), para las entidades que los requieren o que se encuentran bajo su ámbito de competencia, como sucede con los pronunciamientos de la Procuraduría General de  la República y de la Contraloría General de la República, respectivamente.  Ahora bien, resulta claro que esta tendencia, si bien resulta muy positiva, no viene a solventar la problemática apuntada, pues se sigue careciendo  de un cuerpo legal que establezca un marco básico y general de disposiciones para quienes desempeñan funciones públicas.

 b. Relacione las leyes o disposiciones jurídicas que sustentan dichas normas y mecanismos,  utilizando la fuente, el número del artículo y la fecha en que han entrado en vigencia.

Conforme se vayan respondiendo las diversas inquietudes que plantea el cuestionario, se irá haciendo referencia a las disposiciones normativas correspondientes.

c. ¿Señala la legislación nacional los destinatarios de dichas normas de conducta? En caso afirmativo, relacione dichos destinatarios con la clasificación que corresponda, o los criterios establecidos al respecto,  y refiérase a los siguientes aspectos:

Sí, como se indicó la normativa  va dirigida a sectores específicos de funcionarios.  Los artículos 191 y 192 de la Constitución, como ya se indicó, hacen referencia a un estatuto de servicio civil que regulará las relaciones entre el Estado y los servidores públicos.  

La Ley mediante la cual se promulga dicho Estatuto (ESC), dispone en su artículo 1( su ámbito de aplicación, restringiéndolo a los servidores del Poder Ejecutivo y entendiendo por tales a aquellos trabajadores a su servicio remunerados por el erario público y nombrados por acuerdo formal (artículo 2).  Sus artículos 3, 4 y 5 excluyen de su aplicación a los funcionarios de elección popular, a los miembros de la fuerza pública y a aquellos funcionarios que sirvan cargos de confianza, y pasan a enumerar taxativamente las  categorías de servidores y los puestos respecto de los cuales no se aplican sus disposiciones.

Con una concepción más moderna, orientada por la tendencia a establecer un régimen de empleo público, la Ley General de la Administración Pública (LGAP), en su artículo 111, amplía el concepto de servidor público, teniendo por tal a toda persona que preste servicios a la Administración o a nombre y por cuenta de ésta, como parte de su administración y mediando un acto válido y eficaz de investidura, “con independencia del carácter imperativo, representativo, remunerado, permanente o público de la actividad respectiva”.  En términos similares se pronuncia el artículo 2 de la Ley sobre el Enriquecimiento Ilícito de los Servidores Públicos  (Ley No. 6872 de 17 de junio de 1983 –LEISP-).

El Código de Trabajo en sus numerales 585 y 586, define al trabajador del Estado y sus instituciones como toda persona que les presta servicios  materiales o intelectuales, en virtud de nombramiento expedido por autoridad competente, por figurar en las listas de presupuestos (relaciones de puestos) o en las de pago por planillas.

i. Cubrimiento de la obligación a particulares que desempeñan funciones públicas.

En principio, los particulares que por alguna circunstancia presten algún servicio a la Administración, en el que no medie un acto válido y eficaz de investidura o nombramiento, no pueden reputarse como servidores públicos.  De esta forma quedan excluidos los casos de quienes se ligan a la Administración Pública mediante contratos de servicios profesionales, en los que no se configura una relación jerárquica o de subordinación.  El artículo 5 del ESC excluye además otras categorías de servidores de su aplicación, las cuales han venido siendo superadas por la jurisprudencia emitida por los Tribunales de Justicia, como sucede con los funcionarios pagados por las partidas de servicios especiales que contempla el presupuesto ordinario de la República en sus diversos programas, o el de los trabajadores nombrados interinamente siempre y cuando superen determinados períodos en el ejercicio del cargo (en este sentido véase el Voto No.  1354-96 de la Sala Constitucional).

La figura del funcionario de hecho que regulan los artículos que van del 115 al 118 de la LGAP, viene de alguna manera a incorporar el supuesto del particular que desempeña funciones públicas, dejando claro que sus actuaciones comprometen a la Administración y hacen responsable a la persona por sus actos ya sea ante la misma y ante los administrados.

ii. Cubrimiento de la obligación  a los servidores públicos en general, entendiéndose como tales  cualquier funcionario o empleado del Estado o de sus entidades, incluidos los que han sido seleccionados, designados o electos para desempeñar actividades o funciones en nombre del estado o al servicio del Estado, en todos sus niveles jerárquicos.

Ya en la primera sección de esta pregunta se hizo referencia al ámbito que tiene el concepto de funcionario público en nuestro sistema jurídico, por lo que se remite a esas consideraciones. 

iii. Cubrimiento restringido de la obligación teniendo en cuenta la naturaleza del vínculo  con el Estado (relación contractual o  vinculación  a través de nombramiento  o elección popular),  categoría (nivel jerárquico del empleo) y temporalidad (duración del empleo o de las funciones públicas).

Como se dijo, en nuestro medio la naturaleza del vínculo con el Estado, restringe la posibilidad de que a una persona le resulten aplicables las normas de conducta previstas para quienes desempeñen funciones públicas, tal sucede con quienes se ligan a la Administración bajo la figura de los contratos de servicios profesionales para realizar un objeto determinado y dentro de un plazo específico, sin que medie una relación jerárquica (ESC artículo 5 inciso f); artículo 1 inciso ñ) del Decreto Ejecutivo No. 4 de 28 de mayo de 1959 y artículo 2 de la LCA párrafo penúltimo inciso a) a contrario sensu). 

La LGAP en su artículo 111.3, expresamente excluye como servidores públicos a los empleados de las empresas o servicios económicos del Estado encargados de gestiones sometidas al derecho común. Se incluyen bajo esta categoría los empleados de los bancos comerciales del Estado, del Instituto Nacional de Seguros,  y de las empresas públicas constituidas como sociedades mercantiles, entre otros. El artículo 112.2 de la misma ley deja establecido que las relaciones de servicio de los obreros, trabajadores o empleados que encuadran bajo esta categoría, se regirán por el derecho laboral o mercantil, según sea el caso. Sin embargo, de seguido ese mismo artículo en sus incisos 3 y 4, dispone que a esos trabajadores les serán aplicables las normas legales o reglamentarias de derecho público  “que resulten necesarias para garantizar la legalidad y moralidad administrativas”  y que para efectos penales se tiene como funcionarios públicos.  Estas últimas disposiciones las reiteran en términos muy similares dos cuerpos legales posteriores, para los efectos hacer extensivas sus normas a esta categoría de empleados:  la LEISP (artículo 2 párrafo segundo) y  la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República (No. 7428 de 7 de setiembre de 1994 –LOC-) en su artículo 78.

Valga acotar una figura muy sui géneris que incorpora el artículo 49 de la Ley de la Administración Financiera de la República (No. 1279 de 30 de abril de 1951 –LAF-), denominada trabajo extraordinario.  Se trata de un servicio no común de naturaleza temporal, que ejecutan funcionarios públicos para la misma entidad a la que sirven, pero asumiendo funciones diversas (por ejemplo, el caso de un funcionario del área administrativa de la Compañía Nacional de Teatro –dependencia del Ministerio de Cultura- que se requiere desempeñe un papel en un montaje teatral de dicha Compañía). En este caso media un convenio donde se detalla el tipo de servicio que se presta y sus condiciones, el cual debe ser aprobado por la Contraloría General, pero todo lleva a indicar que aún para los efecto de esa contratación siempre mantiene la condición de funcionario público (en tal sentido puede consultarse el Oficio No. 9379 del 8 de setiembre de 1986, emitido por la Contraloría General de la República).

Finalmente hay que referirse a la figura denominada funcionario gobernante, la cual aplica al caso de los funcionarios que ocupan los más altos cargos públicos, sean o no de elección popular.  Para este grupo de funcionarios nuestro ordenamiento jurídico no prevé normativa uniforme y clara que les resulte de aplicación en cuanto a la relación de servicio se refiere.

 Aún cuando se debe entender que asumen el carácter de funcionarios públicos, ello es así bajo condiciones muy particulares, toda vez que el artículo 586 (antiguo 579)  del CT  expresamente indica que el concepto de trabajador del Estado o sus instituciones que prevé en su artículo 585, “no comprende a quienes desempeñan puestos de elección popular, de dirección o de confianza, según la enumeración precisa que de esos casos de excepción hará el respectivo reglamento.” . El reglamento en cuestión vino a dictarse por medio del Decreto Ejecutivo No. 4 del 28 de mayo de 1959, y su texto hace una enumeración de los cargos  cuyos titulares no se consideran trabajadores al servicio del Estado, entre ellos incluye al Presidente y  Vicepresidentes de la República, a los Ministros y Viceministros, Magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del Tribunal Supremo de Elecciones, Diputados a la Asamblea Legislativa y demás funcionarios de elección popular,  Contralor y Subcontralor Generales, Rectores de las Universidades y Decanos de las Escuelas y Facultades, Jueces, Alcaldes y Secretarios del Poder Judicial,   miembros de las Juntas Directivas de las instituciones autónomas y semiautónomas, entre otros cargos.   De acuerdo con su artículo 2, los puestos enumerados no se rigen por las disposiciones del Código de Trabajo, sino únicamente por las que establezcan leyes, decretos o acuerdos especiales. Pero en tanto no se dicten esas normas, gozan de los beneficios del Código de Trabajo que sean compatibles “con la seguridad del Estado y con la naturaleza del cargo que sirvan, a juicio del Poder Ejecutivo, o de los Tribunales de Trabajo.” 
Como puede observarse el tratamiento que se da a esta categoría de funcionarios resulta sumamente ambiguo, y desde  hace más de cincuenta años ha venido generando pluralidad de problemas respecto de la normativa a aplicar a quienes asumen esos cargos.  Normativa posterior el Código de Trabajo y al Decreto citado, han venido solventando la situación respecto de algunos de ellos (Vr. gr. caso de los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del Tribunal Supremo de Elecciones; de los Rectores y Decanos de las Universidades; del Contralor y Subcontralor, aunque respecto de estos subsiste la duda de si procede el pago de prestaciones legales al cese del período de nombramiento; de los Jueces y Alcaldes).  Las situaciones problemáticas han venido a ser resueltas por los Tribunales casuísticamente, y, en todo caso, no parece ser la fórmula más adecuada que sea el Poder Ejecutivo por la vía de los decretos, quien venga a determinar  cuales son los beneficios de que gozan tales funcionarios; en todo caso en medio siglo el ejecutivo se ha cuidado de no emitir tal normativa.

 Téngase presente que para los servidores que nos ocupan, no existe un régimen de derechos y deberes debidamente establecido, lo cual aún con la investidura de que gozan, no deja de generar problemas (vr. gr. posibilidad de disfrutar de vacaciones  anuales remuneradas, de gozar de permisos con goce de salario o bien de llegar a obtener el pago de auxilio de cesantía cuando se cesa en el cargo, si se trata de un funcionario público de carrera que pudo acceder a uno de esos altos cargos.  Empero, como más adelante se verá, sí existen disposiciones específicas, inclusive de rango constitucional, que establecen regímenes de incompatibilidades y prohibiciones para esta categoría de funcionarios.

Tratándose de los integrantes de los órganos colegiados que están a la cabeza de las entidades descentralizadas (Juntas o Consejos Directivos), tampoco cabe duda que asumen la condición de funcionarios públicos, pero bajo una relación muy especial, que no les genera más beneficios que una remuneración (dieta) que no constituye un salario propiamente dicho y la posibilidad de concurrir a eventos relacionados con el giro de actividad del ente de que se trate y a capacitarse, el Decreto Ejecutivo No. 4 del 28 de mayo de 1959, en su artículo 1 inciso f) no los considera trabajadores al servicio del Estado o sus instituciones.

d. ¿Establece la legislación nacional normas de conducta que constituyan derechos a favor de quienes desempeñan funciones públicas? En caso afirmativo, relacione dichos derechos y verifique si entre los mismos se encuentran contemplados los siguientes:

Sí, la legislación nacional establece derechos a favor de quienes desempeñan funciones públicas. Tales derechos están recogidos en multiplicidad de cuerpos normativos principalmente de rango reglamentario, aunque los mismos no aparecen debidamente sistematizados, ello por cuanto las leyes no son especialmente sensibles a incorporar un elenco de derechos para los funcionarios públicos, tal cual lo hacen con los deberes y prohibiciones; excepción hecha del   ESC artículo 37 y el Código Municipal (Ley No. 7794 de 30 de abril de 1978 –CM), que incorporan relaciones de derechos bastante precisas.

Como ya se dijo hay dos derechos fundamentales de que gozan los servidores públicos y que dimanan de la propia Constitución Política (artículo 192) la posibilidad de ser nombrados y promovidos sobre la base de idoneidad comprobada y  la garantía de estabilidad en el cargo.  Aunque esta última es relativa, pues no aplica a todas las categorías de servidores; por regla de principio, puede afirmarse que entre más alta sea la jerarquía del funcionario (nos ubicamos acá en los niveles puramente gerenciales y directivos), menor será la garantía de estabilidad con que cuenta el funcionario.

Muchos de los derechos de que gozan algunos servidores de la Administración, vienen derivados de los instrumentos de negociación salarial colectiva que contempla el Código de Trabajo (convenciones colectivas de trabajo y laudos arbitrales), empero recientes fallos de la Sala Constitucional declararon inconstitucional la posibilidad de recurrir a los mismos cuando media una relación de empleo público, esto pone en vigencia nuevamente la necesidad de establecer mecanismos de negociación específicos para el sector público, con la emisión de una ley sobre la materia.

En algunas instituciones, particularmente las que cuentan con un  número importante de funcionarios o bien con organizaciones de los mismos (sindicatos), se han emitido cuerpos normativos que recogen prácticamente sólo derechos para sus funcionarios. Como ejemplo de ellos remitimos a la denominada “Normativa de Relaciones Laborales de la Caja Costarricense de Seguro Social”, vigentes a partir de 1994, donde   se hace una relación de los derechos y beneficios de que gozan sus funcionarios.

i. Recibir oportunamente su remuneración, disfrutar de la seguridad social y gozar de los estímulos e incentivos morales y pecuniarios que le correspondan.

El Capítulos de Derechos y Garantías Sociales que contempla la Constitución Política, contiene varios artículos donde se recogen una serie de derechos para todos los trabajadores, incluidos aquellos que desempeñen funciones públicas. Sus artículos 57, 58, 59 y 60, declaran el derecho a un salario mínimo, de fijación periódica; a jornadas ordinarias de trabajo diurno y nocturno; a un día de descanso semanal y vacaciones anuales pagadas; a sindicalizarse libremente para obtener  beneficios económicos, sociales o profesionales.   Los numerales 63, 66 y 68 de la Carta Política otorgan el derecho a percibir una indemnización  cuando sean despedidos sin justa causa; a que en los centros de trabajo se adopten  medidas para garantizar la higiene y seguridad del trabajador; y a que no se produzcan discriminaciones respecto al salario, ventajas y condiciones del trabajo respecto de algún grupo de trabajadores.  El artículo 73 instaura los seguros sociales en beneficio de los trabajadores.

Los derechos reseñados vienen recogidos por el ESC en su artículo 37 incisos b) –vacaciones-, g) –salario- y  k)  -licencia a servidoras con motivo de embarazo-; respecto del salario su artículo 48 establece todo un régimen de sueldos.

El  CM  en su artículo 146 también contempla  tales derechos: su inciso d) en relación con el artículo 22, regula el régimen de salarios; el e)  una escala para el disfrute de vacaciones según el tiempo servido; el k) dispone licencias para la trabajadora embarazada.

En cuanto al régimen salarial del Sector Público, hay importantes distorsiones en nuestro sistema jurídico, de ello se ha encargado la dispersión normativa y los problemas derivados del enorme déficit fiscal que se ha venido acumulando en los últimos lustros.  Las políticas de contención del gasto público han llevado a la emisión de normas que afectan el régimen de empleo público, particularmente en el ámbito del salario.  La Ley de Creación de la Autoridad Presupuestaria (Ley No. 6821 de 26 de noviembre de 1982), permite al Poder Ejecutivo emitir directrices de política salarial, que generan verdaderas discriminaciones entre los servidores cubiertos por las mismas y aquéllos a quienes no los alcanzan. Asimismo, reglamentación emitida por dicha Autoridad, viene a fijar la remuneración de los  niveles gerenciales de la Administración Pública.

El artículo 3 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social (Ley No. 17 de 22 de octubre de 1943), establece la obligatoriedad de la cobertura del seguro social para todos los trabajadores incluidos los que desempeñan funciones públicas.

ii. Recibir capacitación específica para el desempeño cabal de sus funciones y/o curso de inducción que lo oriente acerca sus responsabilidades, tareas,  deberes, derechos y prohibiciones.

A nivel de garantía constitucional se consagra para los trabajadores en el artículo 67, la obligación del Estado de velar por su preparación técnica y cultural.

El artículo 37 inciso d) del ESC, otorga el derecho a gozar de licencias para asistir a cursos de estudio.  De igual forma se pronuncia el inciso g) del artículo 146 del CM, que inclusive va más allá, pues en su inciso h) contempla como una obligación de las  Municipalidades, el promover el desarrollo y formación de sus funcionarios en todas sus áreas, bajo un régimen de capacitación regulado en sus artículo 142 y 143.   

Existe una Ley de Licencias para Adiestramiento de Servidores Públicos (Ley No. 1810 de 10 de octubre de 1954), que establece una serie de disposiciones dirigidas a aprovechar becas y otras facilidades de capacitación que ofrezcan gobiernos, instituciones extranjeras y organismos internacionales.  Para esos efectos contempla la posibilidad de otorgar licencias con goce de sueldo y algunas obligaciones al servidor beneficiado.

Como dato interesante puede citarse el artículo 57 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República,  que  crea en ella un Centro de Capacitación para sus servidores y los de los sujetos pasivos de su fiscalización, en materias atinentes al control superior de la Hacienda Pública y, en general, relacionadas con  las competencias de dicho órgano.

No se ubicó norma alguna que en forma expresa se refiera al derecho que asiste a los trabajadores para obtener una capacitación específica para el desempeño cabal de sus funciones y/o curso de inducción que lo oriente acerca sus responsabilidades, tareas,  deberes, derechos y prohibiciones.

iii. Aspirar a ser promovido por sus méritos a través de los concursos y demás mecanismos previstos.

Sistemas de promoción por méritos, como tales, sólo los incorporan el ESC y el CM.  El ESC en sus artículos 32 al 36 y 99 al 106 (éstos  últimos referidos en forma específica a la carrera docente), prevén el mecanismo de los concursos para la promoción o ascenso de los funcionarios.  El Reglamento al ESC (Decreto Ejecutivo No. 21 de 14 de diciembre de 1954) regula este sistema en sus artículos 20, 21 y 27.

 Mediante la Ley No. 2694 de 22 de noviembre de 1960, se emitieron normas sobre la prohibición en la discriminación el trabajo.  Su artículo 3 dispone que en cuanto al Estado discriminación del sus instituciones y corporaciones “todo nombramiento, despido, suspensión, traslado, permuta, ascenso o reconocimiento que se efectúe en contra de lo dispuesto por la presente ley será anulable.... y los procedimientos seguido en cuanto a reclutamiento o selección de  carecerán de eficacia en lo resulte violatorio de esta ley.”  Este cuerpo normativo, sin duda, viene a propiciar un régimen de promoción basado en criterios objetivos, aunque no es frecuentemente invocado en las diversas instancias de la Administración.

Los artículos 124 al 126 del CM, instauran todo un mecanismo de selección de personal, que recoge el principio de promoción por méritos.

iv. Recibir tratamiento cortés por parte de sus superiores, compañeros de trabajo y del público con el que se relacione en cumplimiento de sus funciones, de tal manera que le respete siempre su dignidad humana. 

Salvo los principios contenidos en la Ley sobre la prohibición de la discriminación en el trabajo, Ley No. 2694 de 22 de noviembre de 1960, que en el fondo suponen un trato digno al trabajador, debe recurrirse al Código de Trabajo para ubicar normas que obliguen al patrono a dar un trato respetuoso y cortés a los trabajadores (artículo 69 inciso c).  Si partimos de la doctrina administrativista del órgano-persona, tenemos que al manifestarse y actuar la Administración a través de sus funcionarios, aquél que asuma la posición de superior en una relación jerárquica (artículos 101 a 105 de la LGAP), habrá de observar una posición respetuosa hacia el inferior, so pena de incurrir en responsabilidad.  

Los artículos 39 incisos d)  y 57 inciso l) del ESC,  establecen a los servidores el deber de observar dignidad y respeto en el desempeño de sus cargos, lo cual involucra las relaciones con sus compañeros de trabajo.

El CM en su numeral 147 inciso f), de una forma más específica dispone el deber de los servidores municipales de dispensar un trato respetuoso para sus compañeros de trabajo y superiores.

Normativa reciente incorporada a la Ley contra el hostigamjento sexual en el empleo y la docencia (Ley No. 7476 de 3 de febrero de 1995), tipifica una serie de conductas como acoso u hostigamiento sexual en el trabajo y obliga al patrono , tanto público como privado, a mantener condiciones de respeto en el lugar de trabajo que desalienten, eviten y sancionen tales conductas (artículos 3, 4 y 5).

v. Ser  investigado o juzgado por sus actuaciones como servidor público de acuerdo con el principio  del debido proceso.

El principio del debido proceso tiene raigambre constitucional y ha venido a ser tratado por reiterados fallos de la Sala Constitucional (Voto No. 685-96, entre otros), tal principio obviamente ampara a los servidores públicos. 

La LGAP prohibe en su artículo 211.3 imponer sanción alguna a un servidor sin que haya mediado un debido proceso, asimismo incorpora en su Libro Segundo la regulaciones relativas al procedimiento administrativo (artículos 214 y siguientes) y en su artículo 308 que se refiere al denominado procedimiento ordinario, establece que el mismo será aplicable cuando se trate de procedimientos disciplinarios que conduzcan a la aplicación de las sanciones de suspensión o destitución; este procedimiento, según lo reconoce la propia Sala Constitucional en el voto recién citado, ofrece mayores garantías que el regulado por el ESC y su Reglamento, para tramitar despidos para los servidores acogidos a dicho régimen  (artículos 14 inciso a, 43 al 46 y 190 ESC)

Los artículos 150 al 152 del Código Municipal instauran un procedimiento específico para imponer sanciones a su personal.

Algunas reglamentaciones internas más garantistas incorporan al procedimiento administrativo, mecanismos adicionales como el trámite ante una junta o comisión de relaciones laborales, de previo a que se emita una sanción en contra de sus funcionarios (artículo 29 de la Normativa de Relaciones Laborales de la Caja Costarricense de Seguro Social).

vi. Obtener permisos o licencias para ausentarse de su trabajo en casos justificados.

Normalmente el régimen de permisos o licencias bajo situaciones justificadas, viene establecido por los Estatutos Autónomos de Servicio o los Reglamentos Internos de Trabajo de las entidades y órganos de la Administración.  Las contemplan con goce de salario, por diversas causas tales como el nacimiento de hijos, la muerte o enferrnedades graves de parientes cercanos o el contraer matrimonio.  También se da el supuesto de licencias sin goce sueldo para efectos de estudios superiores, o de asuntos graves de familia. 

El artículo 37 inciso c) del ESC en relación con el  33 del su Reglamento, se refieren a esas causales. De igual forma lo hace el Código Municipal  (artículos 144, 145 y 146 f).

vii. Los demás que le señalen la Constitución, las leyes y reglamentos.

e. ¿Establece la legislación nacional normas de conducta que constituyan deberes que deben observar quienes desempeñan funciones públicas? En caso afirmativo, describa dichos deberes y verifique si entre los mismos se encuentran contemplados los siguientes:

Sí las contempla. Aparte de las que a continuación enumera  el cuestionario, pueden citarse dos deberes que incorpora el CM en su artículo 147 incisos g) e i), bastante novedosos, al menos en cuanto a la forma en que se consignan:   “Responder por los daños o perjuicios que puedan causar sus errores o los actos manifiestamente negligentes propios de su responsabilidad.” y “Sugerir en el momento oportuno y ante la instancia administrativo-jerárquica correspondiente, lo que considere adecuado para el mejor desempeño de sus labores.” 

i. Respetar y hacer respetar el ordenamiento jurídico, actuando siempre de   conformidad con el mismo y denunciando oportunamente cualquier actuación que atente contra él o que lo vulnere.

Los artículos 11 y 194 de la Constitución Política, establecen el principio de legalidad al cual se encuentran sometidas las actuaciones de la Administración y las de sus servidores y que , respecto de estos se concreta mediante la figura del juramento constitucional Véase el Voto de la Sala Constitucional No. 3410-92).  La LGAP incorpora este principio en su artículo 11.

Como desdoblamiento del mismo,   diversos cuerpos normativos incluyen la disposición según la cual los funcionarios deben acatar la ley en particular y sus reglamentos, así como apegar sus actuaciones a la misma y cumplir con las funciones inherentes a sus cargos  (en tal sentido ESC artículo 39 inciso a) y CM artículo 147 inciso a). 

En lo que toca a la denuncia de actuaciones que atenten contra el ordenamiento jurídico o lo lesionen, existe el deber general de toda persona, sea o no funcionario público, de denunciar  los hechos delictivos de los que tenga conocimiento (artículo 281 del Código de Procedimientos Penales (Ley No. 7594 de 28 de marzo de 1996) .  Sólo se ha podido ubicar una norma que haga referencia a tal obligación como un deber específico del funcionario público, nos referimos al artículo 39 inciso b) del ESC.

ii. Cumplir sus funciones a cabalidad, desarrollando las actividades que se le encomienden con transparencia y eficiencia, consultando permanentemente los intereses del bien común, y teniendo siempre presente que los servicios que presta constituyen el reconocimiento y efectividad de un derecho y buscan la satisfacción de las necesidades generales de todos los ciudadanos.

Los artículos 113 y 114 de la LGAP, entran a desarrollar este deber del funcionario público con especial precisión, inclusive recalcan que en caso de conflicto, el servidor debe hacer prevalecer el interés público, sobre el interés de la Administración y establecen reglas para apreciar el interés público, con miras al logro de tal prevalencia. 

El ESC (artículo 39 inciso e) y el CM  (artículo 147 incisos b y d), incorporan este deber, el último de ellos con bastante detalle.  

iii. Tratar con respeto, imparcialidad y rectitud a sus compañeros de trabajo y a las personas con que tenga  relación por razón del servicio.

En relación con este deber se remite a los comentarios formulados en la sección d. iv.  si el del caso apuntar acá, en lo que toca a la imparcialidad, la disposición que incorpora el artículo 102 inciso 5) de la Constitución  Política, cuando contempla entre las atribuciones del Tribunal Supremo de Elecciones, la investigación y pronunciamiento respecto de las denuncias que sobre parcialidad política se planteen contra los servidores públicos en el ejercicio de sus cargos.

iv. Desempeñar sus funciones sin obtener o pretender beneficios adicionales a las contraprestaciones a las que legalmente tenga derecho.

Se trata de un deber que usualmente se incluye en los Estatutos Autónomos de Servicio o en los Reglamentos Interiores de Trabajo de los entes y órganos de la Administración.   Los artículos 49 inciso c) y 40 incisos b) y d) del ESC y  148 incisos g) y h) del CM, contienen disposiciones que regulan este deber.

La Ley de Contratación Administrativa (Ley No. 7494 de 2 de mayo de 1995-LCA-), contempla entre las causales de despido sin responsabilidad patronal del servidor público, el hecho de que reciba “...dádivas, comisiones o regalías de los proveedores ordinarios o potenciales  del ente en el cual labora o solicitárselas.” (artículo 96 ter inciso c).  También agrega como conductas sancionables, aquellos casos donde el funcionario participe en actividades organizadas por proveedores, ordinarios o potenciales, de la entidad (incluida la asistencia a congresos y seminarios), cuando estas no formen parte de los compromisos de capacitación que pudiera asumir el contratista, o bien encuadren bajo los planes de capacitación ordinaria de la entidad, y así lo autorice el superior en forma razonada.  

v. Utilizar los bienes y recursos asignados para el  desempeño de sus funciones, las facultades que le sean atribuidas, o la información reservada a que tenga  acceso por razón de su función, en forma exclusiva para los fines a que están afectos.   

El artículo 24 constitucional consagra el derecho a la intimidad y a la libertad y el secreto de las comunicaciones, expresamente indica que la ley señalará as responsabilidades y sanciones en que incurran los funcionarios que apliquen ilegalmente las excepciones a ese derecho (Véase la Ley No. 7425 de 9 de agosto de 1994, que regula el registro, secuestro y examen de documentos privados).

La LGAP impide el acceso a las piezas de un expediente administrativo a quienes no figuren como partes, sus representantes o abogados, o cuando su conocimiento comprometa secretos de Estado, información confidencial de la contraparte o confiera a la parte un privilegio indebido o una oportunidad para dañar ilegítimamente a la administración, a la contraparte o a terceros (artículos 272 y 273).

Tanto el artículo 39 inciso b) ESC como el 147 h) del CM, hacen referencia al  deber de guardar la discresión necesaria sobre los asuntos relacionados con su trabajo, que así lo ameriten, aún después de haber cesado en el cargo.

La LEISP establece dos supuestos de confidencialidad, cuya violación acarrea la destitución del servidor, una de ellas respecto del contenido de las declaraciones juradas de bienes  y  la otra relativa a las instancias que terceros formulen para que se inicie un procedimiento de investigación sobre enriquecimiento ilícito por parte de la Contraloría General (artículos 10, 20 y 28).

En cuanto a la utilización de los bienes asignados para el  desempeño de sus funciones, el Código de Trabajo en sus artículos 71 inciso c) y  72 d), contempla el deber a usarlos para el fin al están  normalmente destinados y a conservarlos en debida forma.   El inciso e) del artículo 147 del CM también regula tal uso.

vi. Vigilar y salvaguardar los bienes y valores que le han sido encomendados y cuidar que sean utilizados debida y racionalmente, de conformidad con los fines a que han sido destinados.    

Los artículos 6, 7 y 9 de la LAF prevén, por la vía de la responsabilidad, el deber del funcionario del custodiar en debida forma los bienes y valores que le sean encomendados; utilizarlos en debida forma apegándose a las leyes.  Contemplan también la figura de la caución o garantía que deben rendir los funcionarios que administran o custodian tales títulos o valores.

El CM incorpora en sus artículos 64, 65 y 66, disposiciones análogas; el último de los artículos citados, regula en forma específica el supuesto de la responsabilidad pecuniaria del servidor con motivo de actos indebidos derivados de la custodia o administración de tales bienes y fondos, estableciendo que, una vez firme la resolución que la declare, la misma constituirá título ejecutivo para efectos de su cobro judicial.

En la LOC  se contempla como una de las potestades de la Contraloría la determinación de los funcionarios llamados a rendir caución a favor de la Hacienda Pública, así como la naturaleza, monto y forma de ésta (artículo 37 inciso 4).

vii. Custodiar y cuidar la documentación e información que por razón de sus funciones conserve bajo su cuidado o a la cual tenga acceso, e impedir la sustracción, destrucción, ocultamiento o utilización indebidos.

En cuanto a este extremos remitimos a lo expuesto en la sección e. v. anterior. 

viii. Resolver oportunamente las peticiones que, sobre suministro de información y documentación atinente a la actuación de la administración pública, le competan.

Los artículos 27 y 30 de la Constitución Política, garantizan la libertad de petición ante las entidades y funcionarios públicos y el derecho a obtener pronta respuesta, así como el libre acceso a las oficinas públicas con propósitos de información sobre asuntos de interés público.  El plazo para contestar al administrado lo fija la Ley de la Jurisdicción Constitucional  (Ley No. 7135 de 11 de octubre de 1989) en su artículo 32 en diez días, transcurridos los cuales queda abierta la posibilidad de que el interesado interponga un recurso de amparo.  Es reiteradísima la jurisprudencia emanada de la Sala Constitucional, en cuanto al deber que tiene el funcionario de resolver las peticiones de los administrados, así como diversas circunstancias que pueden derivar del ejercicio de esa garantía (Véanse los Votos de la Sala Constitucional Nos. 6436-94, 1106-95 y 5383-96, entre otros).

Tratándose de procedimientos administrativos, la LGAP fija plazos para que se produzcan los actos propios del mismo (artículos 261 y 262), su incumplimiento supone consecuencias disciplinarias para el servidor omiso  (artículos 263, 329, 358 y 359).

Finalmente se puede hacer referencia al artículos 16 de la LCA, que obliga a la Administración, y por ende al funcionario correspondiente, a tramitar en un plazo de treinta días hábiles cualquier petición que le formule el contratista, necesaria para ejecutar la contratación.

ix. Responder por la conservación de los útiles, equipos, muebles y bienes confiados a su guarda o administración y rendir cuenta oportuna de su utilización.

Dado que este aspecto fue tocado en la sección e.v. a las manifestaciones ahí formuladas remitimos.

x. Actuar con pulcritud en los procesos de contratación de proveedores de bienes, obras y servicios en los que deba participar en razón de sus funciones, observando  imparcialidad y objetividad en la selección, vigilando la correcta ejecución del objeto contratado y  protegiendo los derechos de la administración, del  contratista y de los terceros que puedan verse afectados   por la ejecución del contrato.

La normativa vigente sobre la materia, no establece como deberes del funcionario las actuaciones reseñadas, sino que las mismas pueden derivarse del elenco de infracciones que respecto de éstos enumeran los artículos 96, 96 bis, 96 ter y 97 de la LCA y de las prohibiciones que detalla el artículo 104 del Reglamento General de Contratación Administrativa (Decreto Ejecutivo No. 25038 de 6 de marzo de 1996).  Parece aconsejable que dicha ley incluya una serie de deberes para los funcionarios públicos,  que busque garantizar la imparcialidad y objetividad en los procedimientos de selección.

A las normas referidas de la LCA, deben agregarse sus artículos 13 y 15, que le otorgan a la Administración el derecho a fiscalizar  el proceso de ejecución contractual y le imponen el deber de cumplir con los compromisos adquiridos y de colaborar con el contratista para el efectivo cumplimiento del objeto pactado.

xi. Declarar, bajo juramento, el monto de sus ingresos, activos y pasivos, antes de tomar posesión del cargo, al retirarse del mismo o cuando la autoridad competente se lo solicite. 

El artículo 193 constitucional obliga al Presidente de la República, los Ministros y los funcionarios que manejen fondos públicos, a declarar sus bienes. 

La LEISP y su Reglamento (Decreto Ejecutivo No. 24885 de 4 de diciembre de 1995), vienen a especificar esa obligación haciendo una enumeración de los funcionarios llamados a declarar sus bienes al iniciar en el ejercicio de sus cargos y al cesar en ellos, así como la forma y contenido de tal declaración.  Es del caso destacar que no se establece un deber genérico para que todos y cada uno de los servidores públicos declaren sus bienes, inclusive los Diputados a la Asamblea Legislativa, están excluídos de rendir tal declaración, constituyéndose en la única excepción entre todos los miembros de los supremos poderes.  Por el año 1996, se tramitó una reforma a la LEISP que incorporaba a los Diputados como obligados a declarar sus bienes, empero tal ley fue vetada por el Poder Ejecutivo, pues incorporaba también el levantamiento de la confidencialidad que ampara a las declaraciones rendidas.

Si bien el artículo 28 del Reglamento a la LEISP establece una enumeración taxativa de los cargos cuyos titulares deben rendir la declaración, la Contraloría General de la República, que es el órgano llamado a recibirlas y custodiarlas, nunca  se ha opuesto a recibir las que le presenten servidores públicos que no tienen el deber formal de presentarla.

Los plazos para cumplir con tal obligación vienen establecidos en la LEISP (artículo 12 y en los numerales  13, 14 y 15 de su Reglamento, según se trate de la declaración inicial, anual o final), y su inobservancia   implica el cese del servidor renuente (artículo 13 LEISP).

xii. Permitir y facilitar la participación de la sociedad civil en el control de la gestión pública.

No se ha ubicado un deber específico dirigido al funcionario que propicie tal participación.  Sin embargo, si nos remitimos al texto la propia Constitución Política en sus  artículos 26 (que otorga el derecho de examinar la conducta pública de los funcionarios), 27 (derecho de petición y 30 (libre acceso a las oficinas públicas con propósitos de información), bien podría derivarse la existencia de un deber tal, aunque no esté expresamente consignado.

xiii. Los demás que señalen la Constitución, las leyes o los reglamentos.

f. ¿Establece la legislación nacional normas de conducta que constituyan prohibiciones que deben observar quienes desempeñan funciones públicas? En caso afirmativo, relacione dichas prohibiciones y verifique si, entre las mismas, se encuentran contempladas las siguientes:

Sí, a continuación pasamos a referirnos a las que detalla el cuestionario.  Hacemos la acotación acá de que el  Código Penal regula en sus artículos que van del 329 al 357 los delitos contra los deberes de la función pública, las conductas que estos tipos penales detallan, a contrario sensu, deben reputarse como prohibiciones, por lo que se tratara de ubicar tales normas en la respectiva variable. 

Tanto el CM como el ESC incorporan en sus artículos 148  y  40, respectivamente, prohibiciones para los funcionarios públicos. La LCA en su artículo 22, también establece prohibiciones específicas para que ciertos funcionarios participen como oferentes, en los procedimientos de contratación administrativa.

i. Omitir, negar, retardar o entrabar el despacho de los asuntos a su cargo o la   prestación del servicio a que está obligado.

Se debe hacer referencia acá  al artículo 114. 2  LGAP, que considera irregular el desempeño del servidor que ocasione trabas u obstáculos injustificados o arbitrarios a los administrados.  Así como a los artículos 329 (abuso de autoridad), 330 (incumplimiento de deberes),  331(denegación de auxilio) y 332 (requerimiento de fuerza contra actos ilegales) del Código Penal (Ley No. 4573 de 4 de mayo de 1970 –CP-).

ii. Omitir, retardar o no suministrar debida y oportuna  respuesta a las peticiones respetuosas de los  particulares o a solicitudes de las autoridades, así como retenerlas o enviarlas a destinatario diferente de aquel a quien corresponda su conocimiento.

Remitimos al punto e.viii. de este cuestionario y al artículo 330 del CP. 

iii. Solicitar o aceptar, directa o indirectamente, recompensas, dádivas, obsequios, favores o cualquier otra clase de beneficios diferentes a los que legalmente le  corresponden, en razón del cumplimiento de sus funciones  o la prestación del servicio a que está obligado.  

Se remite a la sección e.iv. de este cuestionario.  Adicionalmente cabe citar los artículos del CP: 338 (cohecho impropio), 339 (cohecho propio), 340 (corrupción agravada), 341 (aceptación de dádivas por un acto cumplido) y 344 (enriquecimiento ilícito).   

iv. Aceptar, sin permiso de la autoridad correspondiente, cargos, honores, recompensas, invitaciones o cualquier otra clase de prebendas provenientes de entidades  internacionales o gobiernos extranjeros, o celebrar contratos con éstos, sin previa autorización del  Gobierno. 

No se ha ubicado norma alguna que regule una prohibición similar a la planteada.

v. Solicitar o aceptar, directa o indirectamente, comisiones en dinero o en especie, por concepto de adquisición de bienes, obras y servicios para el Estado.

Tal prohibición caería bajo la conducta que sanciona el artículo 345 (negociaciones incompatibles) del CP, y de alguna manera la que contempla el artículo 95 de la LCA, aunque no encontramos norma que la plasme tal como se consigna.

vi. Intervenir, directa o indirectamente, en la suscripción de contratos con el Estado y en la obtención de concesiones o de cualquier beneficio que implique privilegios a su favor, salvo en los casos en que por  mandato de la ley los deba suscribir.

El artículo 112 de la Constitución Política prohíbe  en forma expresa a los Diputados, celebrar contratos, directa o indirectamente (a través de empresas donde figuren como directores, administradores o gerentes), con el Estado u obtener concesiones de bienes públicos, la violación de esta norma implica la pérdida de la credencial de Diputado. Tal prohibición se hace extensiva a los Ministros por así disponerlo el artículo 143 constitucional.

La LCA  (artículo 22) reitera la prohibición constitucional recién citada, extendiéndola a todos los miembros de los supremos poderes y a quienes si serlo ocupan altos cargos en la Administración; asimismo se aplica a todos los funcionarios públicos que tengan injerencia o poder de decisión en el concurso; a los parientes de todos los funcionarios dichos hasta el tercer grado y a las personas jurídicas en las que los funcionarios o sus parientes tengan participación accionaria o ejerzan puestos de representación o dirección.

vii. Constituirse en acreedor o deudor de alguna persona interesada directa o indirectamente en los asuntos a su cargo, de sus representantes o apoderados, de sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad,  segundo de afinidad o primero civil, o de su cónyuge o compañero o compañera permanente.  

No se identifica ninguna norma que regula esta prohibición.

viii. Adquirir, por sí o por interpuesta persona, bienes que se vendan por su gestión, salvo las excepciones legales, o influir indebidamente para que otros los adquieran.

Este supuesto podría encuadrar bajo lo expuesto en el punto vi. anterior.  En lo atinente a la influencia se puede remitir a los artículos 345 (negociaciones incompatibles) y  346 (concusión) del CP,  así como al artículo 26 inciso ch) de la LEISP.  En todo caso resulta necesario incorporar a nuestro ordenamiento una norma que prohiba conductas como esta de una manera precisa.

ix. Ocasionar daño o dar lugar a la pérdida de bienes, elementos, expedientes o documentos que hayan llegado a  su poder por razón de sus funciones.    

En esta prohibición podrían encuadrar los artículos  354 (malversación) y  354 bis (peculado y malversación de fondos privados) del CP. 

El artículo 96 ter de la LCA  en su inciso d), prevé el supuesto del funcionario que haga incurrir a la Administración en pérdidas patrimoniales. 

x. Ordenar el pago o percibir remuneración oficial por servicios no prestados, o por cuantía superior a la  legal, o efectuar avances prohibidos por la ley o los  reglamentos.

Se ubica bajo este supuesto la conducta que establece el artículo 347 del CP (exacción ilegal). 

El artículo 7 en relación con el 68 de la LOC, contempla el caso del servidor que incurra en omisiones respecto de la fiscalización u otorgamiento de beneficios patrimoniales gratuitos o liberación de obligaciones a favor de sujetos privados.

xi. Ejercer cualquier clase de coacción sobre servidores públicos o sobre   particulares que ejerzan funciones públicas, a fin de conseguir provecho personal o para terceros, o para que proceda en determinado sentido.

El artículo 346 del CP  (concusión), encuadra  bajo esta variable.

Como ya se indicó el artículo 4 de la Ley contra el hostigamjento sexual en el empleo y la docencia tipifica conductas que supongan algún tipo de coacción para otros funcionarios con el objeto de que proceda en un determinado sentido.

La LCA en su artículo 24 prohíbe a las personas cubiertas por el régimen de prohibiciones, intervenir, directa o indirectamente, a favor de terceros, ante los funcionarios responsables de las etapas del procedimiento de contratación administrativa.

xii. Prestar, a título particular, servicios de asistencia o asesoría en asuntos relacionados con las funciones  propias del cargo.

El artículo 148 inciso d) del CM prohibe a los servidores participar en actividades vinculadas con empresas o intereses privados, que puedan causar perjuicio a los intereses municipales o competir con ellos.

El inciso f) del artículo 22 de  la LCA, contempla la prohibición según la cual quienes hayan fungido como  asesores de la Administración, en cualquier etapa del procedimiento de contratación, no pueden participar  como oferentes en el concurso de que se trate. 

xiii. Gestionar, directa o indirectamente, a título personal, o en representación de terceros, en asuntos que estuvieron a su cargo.

Constituye otro supuesto bajo el que se  plasma el artículo 345 (negociaciones incompatibles) del CP y la prohibición de influencias prevista por el artículo 22 de la LCA.

xiv. Proporcionar noticias o informes sobre asuntos de la  administración, cuando no este facultado para hacerlo.

Se remite a la sección e.vii. de este cuestionario.

xv. Nombrar como empleados a personas con las cuales tenga parentesco hasta el tercer grado de consanguinidad,  segundo de afinidad, primero civil, o con quien esté ligado por matrimonio o unión permanente. Tampoco podrá designar a personas vinculadas por los mismos lazos con servidores públicos competentes para intervenir en su designación. Se exceptúan de lo aquí dispuesto, los nombramientos que se hagan en aplicación de las normas  vigentes sobre ingreso o ascenso por méritos.

Son varias y de contenido diverso las normas que contemplan este tipo de prohibición.  Así tenemos el artículo 127 del CM; los numerales 40 y 49 de la LOC; el artículo 30  de la Ley  Orgánica de la Procuraduría General de la República (Ley No. 6815 de 22 de setiembre de 1982), el artículo 12 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley No. 7333 de 5 de mayo de 1993) en relación con el 27 incisos 7) y 8), por citar algunas.

Resulta necesario  regular esta prohibición para que asuma carácter general, tanto en lo relativo al grado de consanguinidad o afinidad que genera la prohibición, el cual no  es uniforme en las diversas normas,  como en lo referente al tipo y alcance  de la intervención  en la designación, pues bien puede suceder que se tenga algún tipo de injerencia en el proceso de designación, que bajo ciertas medidas –como el mantener el anonimato de quienes realizan las pruebas- no genere favoritismos o ventajas indebidas para el candidato , que lleve al extremo de separa al funcionario que lo está evaluando. Sí debe quedar claro que la Sala Constitucional ha establecido que el matrimonio sobreviniente, sea aquél que se contrae cuando los cónyuges de previo al mismo ya prestaban servicios para la entidad, no puede constituirse nunca en causal de separación del cargo (Voto No.  4287-95).   

xvi. Incumplir cualquier decisión judicial, administrativa o disciplinaria u obstaculizar su ejecución.

El artículo 149 de la Constitución Política en su inciso  5) hace responsables al Presidente de la República y al respectivo Ministro por aquéllos actos en que incurran, que estorben funciones propias del Poder Judicial o coarten la independencia y libertad de los Tribunales; u obstaculicen las funciones de los organismos electorales o de las Municipalidades.

El numeral  107 en relación con el 199 de la LGAP establecen el deber de los funcionarios de obedecer  las órdenes que sus superiores les den.

Por su parte el Código Penal  contempla varios tipos delictivos que sancionan tales conductas  (artículos 302 –atentado-, 303 y 304 –resistencia- y 305-desobediencia-) 

xvii. Las demás que señalen la Constitución, las leyes o los reglamentos.

El ordenamiento jurídico costarricense tiende a calificar como prohibiciones , en algunas entidades, el ejercicio de profesiones liberales fuera del cargo, salvo en asuntos propios del funcionario o de sus parientes más cercanos, lo mismo que la participación en actividades político-electorales o el ejercicio de otros cargos públicos, excepto la docencia. Sin embargo, para ajustarse al orden que sige el cuestionario nos referimos a estos extremos en la parte relativa a la incompatibilidades.

g. ¿Establece la legislación nacional normas de conducta que constituyan inhabilidades que deben observar  quienes desempeñan funciones públicas? En caso afirmativo, relacione dichas inhabilidades y verifique si entre las mismas se encuentran contempladas los siguientes:

Es del caso reiterar lo expuesto en  la sección donde se expone la metodología, en el sentido de que en nuestro ordenamiento jurídico, algunas de as inhabilidades que se citan a continuación, encuadran como prohibiciones o incompatibilidades, de ahí la necesidad de uniformar los supuestos que van a encuadrarse bajo cada una de esas categorías.

El CP establece como una de las penas  que puede imponerse, la inhabilitación absoluta o especial (artículos 50, 57 y 58), la cual produce la pérdida del empleo o cargo público que el infractor desempeña, aún el de elección popular; la incapacidad para obtener cargos públicos; la privación de los derechos políticos activos y pasivos; la incapacidad para ejercer la profesión, oficio o actividad que se desempeñe. 

La Constitución Política  contempla varias normas que encuadran como inhabilitaciones que analizaremos a continuación, empero es del caso acotar desde ya la atribución que su artículo 102 inciso 5) confiere al Tribunal Supremo de Elecciones, cuando con motivo de la investigación de denuncias sobre parcialidad  política de los servidores o actividades políticas de los funcionarios con impedimento para ello, declare su culpabilidad.  Bajo tal supuesto se produce la obligatoria destitución del servidor y la incapacidad para que ejerza cargos públicos por el manos dos años.

- No podrán ser servidores públicos en cargos de elección popular:

i. Quienes hayan sido condenados, en un período establecido por la ley, por   sentencia judicial, a pena privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o culposos.        

El CM en sus artículos 16 inciso a), 18 inciso c) y 23 inciso b) en relación con el artículo 8 inciso c) del Código Electoral,  prohibe que  las personas inhabilitadas por sentencia firme para ejercer cargos públicos, figuren como candidatos o desempeñen los cargos de alcalde municipal o regidor.

El artículo 72 de la LOC también establece la prohibición de ingreso o reingreso en un cargo relacionado con la Hacienda Pública, respecto de todos aquellos que hubieran cometido delito o falta grave contra las normas que integran el sistema de fiscalización contemplado en esa ley, o contra la propiedad o la buena fe en los negocios (en igual sentido se pronuncia el inciso d) del artículo 18 CM).  De acuerdo con el artículo 73 LOC, cuando llegue a conocimiento de la Contraloría General que se ha dictado una sentencia condenatoria o un auto firme de elevación a juicio en un proceso penal, contra quienes desempeñen un cargo de regidor municipal, por violación de las normas del ordenamiento de fiscalización  contemplado en su Ley o  de otras que protejan fondos públicos o la propiedad o la buena fe en los negocios, de inmediato lo comunicará al Tribunal Supremo de Elecciones.   Debe acotarse que un reciente Voto de la Sala Constitucional (No. 6326 del 19 de julio del 2000), determinó que es la Contraloría General la llamada a tramitar el procedimiento para cancelar las credenciales a un regidor municipal, cuando median tales incumplimientos o violaciones, con base en el cual el Tribunal dictará el acto final correspondiente.

ii. Quienes, en un período establecido por la ley, hayan sido excluidos del ejercicio de una profesión o sancionados gravemente por faltas a la ética profesional o a los deberes de un cargo público.

Debe hacerse referencia acá a lo dispuesto por el artículo 102 inciso 5) de la Constitución Política y que se comentó al inicio de esta sección, así como a la inhabilitación que contempla el inciso 4) del artículo 57 del Código Penal.

La LEISP instituye una inhabilitación para el nombramiento en cargos públicos, sin entrar a distinguir si se trata o no de elección popular, respecto de aquellas personas que habiéndose desempeñado como funcionarios públicos llamados a declarar sus bienes, no hubieren rendido, al dejar sus cargos, la declaración final de bienes (artículos 16 y 17).

 Procede reiterar lo establecido por el artículo 72 de la LOC, que instaura una prohibición de ingreso o reingreso al servicio de la Hacienda Pública, para quienes hayan cometido faltas graves contra las normas contempladas en esa ley, aún cuando su relación de servicio anterior con la  Hacienda Pública haya terminado sin responsabilidad de su parte; el lapso de la inhabilitación va de dos a ocho años.

El artículo 153 del CE también incorpora la sanción de inhabilitación para ocupar cargos públicos,  cuando se den las causales que el mismo detalla (custodia indebida del distintivo que se aplica a las papeletas electorales, apertura de los paquetes de material electoral, integración de las Junta Cantonales y las Juntas  Receptoras de Votos, violación de las prohibiciones que establece el artículo 88 CE en cuanto a participar en actividades político-electorales).

iii. Quienes, dentro de la respectiva circunscripción electoral, hubieren ejercido como empleados públicos, jurisdicción o autoridad política, civil, administrativa o militar, dentro de un período previo establecido por ley a la fecha de la elección.

Los artículos  6,   7 y 8 del Código Electoral contemplan los impedimentos para ser elegido Presidente o Vicepresidente de la República, Diputado, Regidor o Síndico municipal, estas normas  recogen las disposiciones que, sobre el particular, consagra la Constitución Política en los artículos 108 y 132, en cuanto a las dos primeras categorías de funcionarios.  Entre tales impedimentos se identifican los relacionados con el ejercicio de cargos públicos (Presidencia de la República, Ministros, Magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del Tribunal Supremo de Elecciones, militares en servicio activo, quienes ejerzan jurisdicción, autoridad civil o de policía en una provincia y gerentes de instituciones autónomas) dentro de un período que oscila entre los seis y los doce meses anteriores a la fecha de la elección.    

Los artículos 16 inciso b) y 23 inciso a) del Código Municipal  agregan otra causal más para el caso de los alcaldes municipales y los regidores, la cual extiende el impedimento para postularse como candidatos para ocupar esos cargos a todas las personas que ocupen los cargos  que detalla el artículo 88 del CE, fijando para ello un plazo de seis meses.

iv. Quienes, dentro de la respectiva circunscripción electoral, hayan intervenido en gestión de negocios ante entidades públicas, o en la celebración de contratos con ellas en interés propio, o en el de terceros, o hayan sido representantes legales de entidades que administren tributos o contribuciones parafiscales, dentro de un período previo establecido por ley a la fecha de la   elección. 
No se ha ubicado norma alguna en nuestro ordenamiento jurídico  que contemple una inhabilitación como la propuesta.

v. Quienes estén vinculados por matrimonio o unión permanente o tengan parentesco en tercer grado de consanguinidad, primero de afinidad, o único civil, con funcionarios que ejerzan autoridad civil o política en la respectiva circunscripción electoral.

Los artículos 109 inciso 8), 132 inciso 3) y 160 de  la Constitución Política establecen impedimentos para postularse o ser electo como Diputado, Presidente o Vicepresidente de la República y como Magistrado de la Corte Suprema de Justicia.

El CM no establece ninguna inhabilitación para postularse como alcalde municipal o regidor, relacionada con el matrimonio o el parentesco.   

El supuesto de matrimonio o unión permanente (libre) con quien ocupa un determinado cargo, debe valorarse detenidamente en nuestro ordenamiento, pues el mismo no incorpora normas que restrinjan la postulación o elección, cuando median estos supuestos.

vi. Quienes estén vinculados entre sí por matrimonio, o  unión permanente, o de parentesco en tercer grado de consanguinidad, segundo de afinidad, o primero civil, y se inscriban en la misma circunscripción electoral  por el mismo partido, movimiento o grupo para elección  de cargos, o de miembros de corporaciones públicas que deban realizarse en la misma fecha.

Se remite a lo expuesto en la sección precedente.

vii. Quienes se encuentren en cualquier situación o circunstancia que la Constitución, las leyes o los reglamentos prevea de manera especial como inhabilidad para ocupar un cargo de elección popular.    

El CE contempla  impedimentos específicos para integrar los organismos electorales (Tribunal Supremo de Elecciones, Registro Civil y Juntas Electorales), que involucran tanto razones de parentesco como relacionadas con el ejercicio de determinados cargos públicos (artículo 14).

- No podrán ser servidores públicos en empleos que se  provean mediante nombramiento o contrato:

i. Quienes hayan sido condenados, dentro de un período previo establecido por ley, por sentencia judicial, a pena privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o culposos. 

Tratándose del ESC no se incorpora expresamente una inhabilitación como la expuesta, sin embargo su artículo 20 exige poseer aptitud moral, la cual se comprueba, entre otros documentos, con una certificación emanada del Registro Judicial de Delincuentes. 

Algunas leyes orgánicas de los diversos órganos y entidades de la Administración incorporan esta causal como impedimento para ocupar cargos públicos (véanse por ejemplo los artículos 12 y 26 inciso g) de la LOPJ o  el artículo 34 de la LOPGR).  Debe complementarse lo anterior con lo dicho al inicio de esta sección y en el punto g.i. en cuanto a lo que prevé la LOC.

ii. Quienes, en cualquier época, hayan sido excluidos del ejercicio de una profesión o sancionados gravemente por faltas a la ética profesional o a los deberes de un cargo público.

Se remite a lo expuesto al iniciar esta sección y a los puntos g.i. y g.ii.

Cabe destacar que la LOPJ  (artículo 12) impide el ingreso al Servicio Judicial y el nombramiento en el mismo, a quienes hubieran sido condenados por delito a pena de prisión,  o aquellos respecto de quienes se haya dictado autos de procesamiento o elevación a juicio, o hayan sido declarados en estado de quiebra o insolvencia.

iii. Quienes estén vinculados por matrimonio o unión permanente o tengan parentesco en tercer grado de consanguinidad, segundo de afinidad, o único civil, con  servidores públicos competentes para intervenir en su designación, salvo lo dispuesto para los nombramientos que se hagan en aplicación de las normas vigentes sobre ingreso o ascenso por méritos. 

También son frecuentes las normas en las se contempla tal impedimento.  La Constitución Política en su numeral 160 lo prevé cuando se trata del nombramiento de Magistrados a la Corte Suprema de Justicia.

El Reglamento al ESC  establece como requisito de ingreso al servicio civil, el no estar ligado por parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el tercer grado con el jefe inmediato o con los superiores de éste, salvo que se dispense de este requisito al interesado bajo circunstancias calificadas (artículo 9 inciso b).

El CM  en su artículo 127 también prevé un supuesto similar; igualmente lo disponen los artículos 40 y 49 de la LOC.

La LAF establece este tipo de impedimento cuando se trata de nombrar a quienes ocuparán los cargos de jefe de la Tesorería Nacional, la Oficina de Presupuesto, la Contabilidad Nacional y la Proveeduría Nacional, respecto de quienes ocupan los cargos de Ministro de Hacienda, Contralor y Subcontralor (artículo 4).

iv. Quienes se encuentren en cualquier situación o circunstancia que la Constitución, las leyes o los reglamentos prevea de manera especial como inhabilidad para ocupar un empleo que deba proveerse mediante  nombramiento o contrato. 

Es del caso citar la circunstancia a que se refiere el artículo 36 del ESC, que faculta al traslado a otro puesto de grado inferior, cuando se compruebe  –por la vía de la calificación de servicios y previa audiencia al servidor-  incapacidad o deficiencia en el desempeño de un puesto.

h. ¿Establece la legislación nacional normas de conducta que constituyan incompatibilidades que deben observar  quienes desempeñan funciones públicas? En caso afirmativo, relacione dichas incompatibilidades y verifique si, entre los mismos, se encuentran contemplados los siguientes:

Sí las establece, a continuación se detallan en cada uno de los supuestos.

- Los servidores públicos que ocupen cargos de elección  popular, no podrán: 

i. Desempeñar cargo público diferente a aquel para el que fue elegido, ni empleo privado alguno, mientras transcurre el período previsto para dicho cargo. 

La Constitución Política incorpora varias disposiciones que hacen referencia a esta incompatibilidad respecto tanto respecto de funcionarios de elección popular, como de quienes se desempeñan como miembros de los supremos poderes. Sus artículos  111 y 112 disponen que los diputados no podrán aceptar cargo  en los otros poderes del Estado o en las instituciones autónomas,  y que su función es incompatible con el ejercicio de cualquier otro cargo público de elección popular. Similar disposición contiene el artículo 143 de la Constitución Política respecto de los Ministros de Gobierno y el 161 tratándose de los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 

Tratándose del alcalde municipal el CM establece que será un funcionario de tiempo completo, lo que, en principio, lo inhibe de ocupar otros cargos públicos (artículo 20).  El  numeral 31 inciso b) del CM reitera esta incompatibilidad respecto del alcalde en cuanto a ocupar otros cargos en la Municipalidad y la extiende a los regidores.

ii. Gestionar, en nombre propio o ajeno, asuntos ante las entidades públicas o ante las personas que administren tributos, ser apoderados ante las mismas, celebrar con ellas, por sí o por interpósita persona, contrato alguno, salvo cuando esté expresamente autorizado para ello en razón de sus funciones.

Salvo el supuesto previsto por el artículo 345 del CP (negociaciones incompatibles), no se encuentra una incompatibilidad planteada en términos similares, para quienes lleguen a ocupar cargos de elección popular.

iii. Celebrar contratos, intervenir en cualquier forma en su celebración, o realizar gestiones con personas naturales o jurídicas de derecho privado que administren, manejen o inviertan fondos públicos, o sean contratistas del Estado, o reciban donaciones de éste, salvo cuando esté expresamente autorizado para ello en razón de sus funciones  o en los casos de  adquisición de bienes o servicios que se ofrecen a las personas en igualdad de condiciones.

Los artículos 112 y 143 de la Constitución Política, prohiben a los diputados y a los ministros, celebrar contratos con el Estado u obtener concesión de bienes públicos que implique privilegio, o intervenir como directores, administradores o gerentes de empresas que contraten con el Estado.

Como antes se expuso, el artículo 22 de la LCA generaliza la prohibición de contratar con el Estado para todos los miembros de los Supremos Poderes, incluyendo al Contralor y Subcontralor Generales, al Procurador y Procurador General Adjunto, entre otros. 

iv. Realizar cualquier actividad que la Constitución, las leyes o los reglamentos conciba de manera especial como incompatible con la investidura de un servidor público de elección popular.

- Los servidores públicos que ocupen empleos que se provean mediante nombramiento o contrato, no podrán:        

i. Gestionar, en nombre propio o ajeno, asuntos ante las entidades públicas o ante las personas que administren tributos, ser apoderados ante las mismas, celebrar con ellas, por sí o por interpuesta persona, contrato  alguno, salvo cuando esté expresamente autorizado para ello en razón de sus funciones.

Remitimos a lo dicho en el punto i. Anterior.  Asimismo debemos referirnos al texto del artículo 22  LCA y al numeral 22 de la LEISP, que impide a los ministros, viceministros, presidentes ejecutivos, gerentes y subgerentes de entes descentralizados y empresas públicas, ejercer cargos de administración, representación o dirección en empresas públicas o privadas.

Los artículos  48 inciso d) LCGR y  31 de la LPGR expresamente prohíben a los funcionarios de ambas entidades intervenir en asuntos en los que puedan tener interés personal y directo, ellos o sus parientes.

Por su parte el CM (artículo 148 inciso d) prohibe a los servidores municipales participar en actividades vinculadas con empresas o intereses privados que puedan causar perjuicio a los municipales o competir con ellos.

ii. Celebrar contratos, intervenir en cualquier forma en su celebración, o realizar gestiones con personas naturales o jurídicas de derecho privado que administren, manejen o inviertan fondos públicos, o sean contratistas del Estado, o reciban donaciones de éste, salvo cuando esté expresamente autorizado para ello en razón de sus funciones o en los casos de   adquisición de bienes y servicios que se ofrecen a las personas en igualdad de condiciones.

Debe remitirse acá nuevamente al texto del artículo 22 de la LCA y al 22 de la LEISP 

iii. Desempeñar simultáneamente otro cargo o empleo público o privado. 

Existen en nuestro país varias leyes que, en forma específica, prohiben a quienes sirven cargos en determinadas instituciones, desempeñar otros cargos públicos o ejercer profesiones liberales.

Tal sucede con los artículos 22 y 23 de la LEISP, tratándose de los altos funcionarios que enumeran, y con el artículo 4 de la LAF respecto de los cargos de jefe de la Tesorería Nacional, la Oficina de Presupuesto, la Contabilidad Nacional y la Proveeduría Nacional.

Según el CM resulta incompatible para los servidores municipales el asumir obligaciones laborales con otras entidades públicas o privadas (artículo 148 inciso c).  De manera similar se pronuncian la LCGR, la LPGR,  la LOPJ y la Ley de la Defensoría de los Habitantes de la República (No. 7319 de 17 de noviembre de 1992 –LDH-), por citar algunas, cuyos artículos 48 incisos a) y b); 29; 158 y 9, respectivamente disponen esta incompatibilidad.

iv. Inscribirse como candidato a cualquier cargo de elección popular mientras esté desempeñando sus funciones o durante el año siguiente a su retiro del  mismo.

Remitimos a la sección correspondiente a las inhabilidades o impedimentos, pues es ahí donde ya se ha tocado este tema. Se reitera que tanto la Constitución Política como el  CE y el CM, no fijan un plazo único para el evento del retiro del cargo, pues el mismo oscila entre los seis y los doce meses.

v. Realizar cualquier actividad que la Constitución, las leyes o los reglamentos conciban de manera especial como incompatible con la calidad de un servidor público cuyo cargo deba ser provisto mediante nombramiento o  contrato.  

i. ¿Establece la legislación nacional normas para preservar la moralidad en el  reclutamiento de quienes desempeñan funciones públicas? En caso afirmativo, relaciónelas  y verifique si, entre las mismas, se encuentran previstas las siguientes:

Como se ha venido indicando, en el ordenamiento jurídico costarricense existe normativa que regula el reclutamiento de quienes desempeñan funciones públicas de una forma técnica y uniforme, sólo respecto de ciertos sectores de funcionarios.  Ello dada la pluralidad normativa que se viene gestando desde la emisión del Estatuto del Servicio Civil, la cual sin duda ha venido a propiciar sistemas muy diversos de reclutamiento entre los órganos y entidades de la Administración, tanto central como descentralizada.

Ya se dijo también que los principios contemplados en el artículo 192 constitucional, entre los que se encuentra el nombramiento sobre la base de idoneidad comprobada, los ha extendido la jurisprudencia de la Sala Constitucional a todo el Sector Público.  Ello sin duda se constituye en un garantía para los postulantes o candidatos y obliga a su vez a las administraciones públicas a adoptar las medidas y mecanismos que propicien una selección adecuada.

Es del caso mencionar que el CM recientemente promulgado, incorpora todo  un marco normativo en materia de selección de personal, clasificación de puestos, régimen salarial e incentivos y calificación del desempeño bastante novedoso.

i. Todo empleo público deberá tener determinadas, en la ley o reglamento, sus funciones y los requisitos mínimos de estudio y experiencia necesarios para su desempeño.  

El imperativo de contar con un Manual  Descriptivo de Puesto o Empleos, viene establecido tanto en el ESC (artículos 16 al 19), como en el CM (artículos 120 y 121).  Otras leyes prevén la exigencia de dictar y mantener actualizado este mecanismo (tal sucede con la Ley de Personal de la Asamblea Legislativa -No. 4556 de 29 de abril de 1970-, y con la Ley de Salarios y Régimen de Méritos de la Contraloría General de la República –No. 3724 de 8 de agosto de 1966-), sin embargo, es frecuente encontrar normas de naturaleza reglamentaria que prevén este requisito.

ii. Quien vaya a ocupar un empleo público, deberá manifestar         expresamente bajo la gravedad de juramento ante la  autoridad competente, antes de su posesión o del inicio de las funciones, acerca del hecho de no encontrarse incurso en alguna de las inhabilidades o incompatibilidades previstas al respecto, al igual que acreditar el cumplimiento de los requisitos de estudio y  experiencia exigidos para el desempeño del empleo.

Con esta redacción  no  se encuentra ninguna norma en nuestro ordenamiento jurídico, empero, el artículo 119 inciso e) del CM prevé entre los requisitos para ingresar al servicio, una declaración jurada según la cual el interesado da fe de que no pesa sobre él impedimento legal para vincularse con la administración municipal.

iii. Todo servidor público deberá presentar, al momento de  tomar posesión del empleo, o iniciar las labores correspondientes, declaración jurada acerca del monto de sus ingresos, activos y pasivos y el haber cumplido con sus obligaciones tributarias.

Remitimos al punto e.xi. de este cuestionario.

iv. En caso de que un servidor público haya tomado posesión de un empleo o iniciado labores sin el cumplimiento de las anteriores obligaciones, se procederá  por parte de la autoridad competente a decretar la nulidad del acto  de posesión o la terminación del contrato.

De acuerdo con lo que se ha venido exponiendo, para asumir la condición de funcionario público debe contarse con un acto válido y eficaz de investidura, y el mismo supone, ineludiblemente,   haber satisfecho cualesquiera requisitos de ingreso que el régimen jurídico aplicable en una determinada entidad establezca.

- Cuando se trate de provisión de cargos de elección  popular, además de las normas especiales que rigen para   cada caso, se deberá dar cumplimiento a las siguientes   disposiciones:

i. Quien aspire a un cargo de elección popular deberá manifestar bajo la gravedad de juramento ante la autoridad ante la cual deba inscribir su candidatura, en el momento en que lo haga, el hecho de no encontrarse  incurso en alguna de las inhabilidades o  incompatibilidades previstas para dicho cargo, al igual  que acreditar el cumplimiento  de los requisitos de estudio y experiencia exigidos para su desempeño.

El CE no contempla un requisito como el expuesto, pero su artículo 5 indica que quienes aspiren a ocupar esos cargos deben cumplir con las requisitos que establece la Constitución Política y el CM, según sea el caso. La responsabilidad por  que la elección de los miembros recaiga en personas de reconocida idoneidad, corresponde el los partidos políticos y la inscripción de las candidaturas se hace ante el Registro Civil (artículos 76 y 78).  

ii. La autoridad competente, para inscribir las candidaturas a los cargos de elección popular, procederá a cancelar la inscripción cuando se compruebe la existencia de inhabilidades o incompatibilidades, o el incumplimiento de los requisitos exigidos para su desempeño.

Si bien el CE no contempla esta potestad en forma expresa, de hecho la autoridad electoral la tiene, pues no puede pensarse que en órgano llamado a inscribir una candidatura carezca de las facultades necesarias para  impedirlo si median los supuestos de impedimento, incompatibiliad o inhabilitación que establece el ordenamiento jurídico.

Si es interesante destacar que el CE en su artículo 148 deja previsto que después de la declaratoria de elección no se podrá volver a  “tratar de la validez de la misma ni de la aptitud legal de la persona electa, a no ser por causas posteriores que la inhabiliten para el ejercicio del cargo.”

iii. La autoridad competente, para dar posesión a quien vaya a ocupar un cargo de elección popular, deberá dejar constancia en el acta correspondiente, del hecho de no haberse comprobado la existencia de inhabilidades o incompatibilidades, al igual que de la verificación expresa del cumplimiento de los requisitos exigidos para el desempeño del mismo y de la obligación de presentar  declaración jurada de ingresos, activos y pasivos. 

No se ha encontrado ninguna norma que se pronuncie en forma similar a la propuesta.

- Cuando se trate de cargos cuya provisión deba hacerse mediante nombramiento o contrato, además de las normas que rigen para cada caso, se deberá dar cumplimiento a las  siguientes disposiciones: 

i. Quien aspire a ocupar un empleo público que deba ser provisto mediante nombramiento o contrato deberá presentar ante la autoridad competente para su provisión, hoja de vida en la cual se consigne como mínimo su identificación, estado civil y domicilio; su formación académica, indicando los años de estudio cursados en los distintos niveles de educación y los títulos y certificados obtenidos; y  su experiencia laboral, relacionando todos y cada uno de los empleos ocupados, tanto en el sector público como en el privado, así como la dirección, el número del teléfono o el apartado postal en los que sea posible verificar la  información.
Esta variable hace referencia a lo que comúnmente se conoce como la “oferta de servicios”, las cual consiste en un formulario que contempla los aspectos que se vienen de indicar y que es usualmente requerida por los entes y órgano de la Administración.  Empero, no se ha ubicado norma legal alguna en nuestro ordenamiento jurídico, que en forma expresa exija su presentación.

ii. Quien vaya a ocupar un empleo público que deba proveerse mediante nombramiento o contrato deberá manifestar, bajo la gravedad de juramento ante la autoridad nominadora, al momento de tomar posesión del empleo o de iniciar las labores, el hecho de no encontrarse incurso en alguna  de las inhabilidades o incompatibilidades previstas para  el empleo.   

No se ha encontrado un requisito como el propuesto, salvedad hecha del CM, cuyo artículo 119 inciso e) expresamente contempla una declaración jurada por parte del postulante, de que no lo afecta impedimento legal alguno para vincularse con la municipalidad.

iii. La autoridad competente, para dar posesión a quien vaya a ocupar un empleo público provisto mediante nombramiento o contrato, deberá dejar constancia expresa  en el acta de posesión o de inicio de labores, acerca del hecho de no haberse comprobado la existencia de inhabilidades o incompatibilidades, al igual que de la verificación expresa del cumplimiento de los requisitos exigidos para el desempeño del empleo y de la obligación de presentar declaración jurada de ingresos, activos y pasivos, así como de haber cumplido con sus obligaciones tributarias.

No se ubica norma alguna que disponga en tal sentido. La Ley para el Equilibrio Financiero del Sector Público (No. 6955 de 24 de febrero de 1984 –LEFSP-) si contempla la obligación del postulante de 

j. ¿Establece la legislación nacional mecanismos efectivos para ser cumplir las normas de conducta atinentes a los derechos, deberes, prohibiciones, incompatibilidades e inhabilidades? En caso afirmativo descríbalos,  teniendo en cuenta los siguientes aspectos:

i. Señalamiento de los funcionarios responsables de velar por el cumplimiento de las referidas normas de conducta. 

ii. Existencia de un régimen disciplinario  que consagre sanciones por el incumplimiento de las aludidas normas de conducta, al igual que un procedimiento para la aplicación de las mismas.

iii. Existencia de mecanismos eficaces para ser cumplir las sanciones impuestas en  aplicación del régimen disciplinario.

k. ¿Establece la legislación nacional mecanismos eficaces para que quienes desempeñan funciones públicas y la sociedad en general, puedan conocer claramente las disposiciones atinentes a los derechos, deberes, prohibiciones, incompatibilidades,  inhabilidades y normas de reclutamiento. En caso afirmativo, descríbalos.

Salvedad hecha de los mecanismos normales por los cuales se hace del conocimiento de los destinatarios de las normas de carácter general, sus disposiciones, según sea el rango de la norma de se trate, de acuerdo  con los principios que rigen la publicidad de las normas jurídicas (artículos 129 y 140 inciso 3 de la Constitución Política; artículos 120, 123 y 125 en relación con el 240 de la LGAP), no existen mecanismos diversos para dar a conocer las mismas, tanto a funcionarios como a la sociedad en general de una manera más eficaz.

l. ¿Existen  en el ordenamiento jurídico de su país mecanismos de cooperación con autoridades o instancias internacionales que permitan investigar a quienes incurran en la violación de las disposiciones atinentes a deberes, prohibiciones, inhabilidades, incompatibilidades y normas de reclutamiento? En caso afirmativo descríbalos, indicando la norma jurídica que los sustenta y la fecha en que han entrado en vigencia.

Aparte de la Convención Interamericana contra la Corrupción, desconocemos que existan en nuestro ordenamiento jurídico otros mecanismos como los propuestos.

m. ¿Regula el ordenamiento jurídico de su país aspectos relativos a los         derechos, deberes, prohibiciones, inhabilidades, incompatibilidades  y normas de reclutamiento para quienes desempeñan funciones públicas, al igual que a  los mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento, diferentes a los aludidos en los párrafos anteriores? En caso afirmativo descríbalos.

A todo lo largo de este cuestionario se ha ido haciendo referencia a mecanismos que contempla nuestro ordenamiento jurídico distintos de los aludidos en las diversas variables.

n. ¿Se está tramitando en su país algún proyecto de normatividad jurídica relativo a las normas de conducta y mecanismos aludidos? En  caso afirmativo efectúe, en relación con el mismo, el análisis previsto en los párrafos anteriores.

Sí, se está tramitando una cantidad importante de proyectos de ley que guardan relación directa o indirecta con las normas y mecanismos aludidos, para facilitar su análisis se ha optado por aplicar las distintas variables del cuestionario a  los mismos en forma sucinta y para ello se ha recurrido a un anexo que se adjunta.

o. ¿Considera que la normatividad jurídica que en su país regula los derechos, deberes, prohibiciones, inhabilidades, incompatibilidades, normas de reclutamiento y mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento es suficiente y eficaz para el logro sus fines de servir de instrumento contra la corrupción pública? En caso afirmativo, explique brevemente porqué, y si estima que existen vacíos o falencias al respecto relacione  brevemente los aspectos que en su criterio debería contemplar dicha normatividad o las modificaciones que deberían introducírsele a la misma, indicando la clase de acto jurídico que debe proyectarse para  ello y las autoridades ante las cuales debe tramitarse. 

p. ¿Contempla la normativa de su país sistemas estructurados de promoción o ascenso por mérito?

En cuanto a este aspecto remitimos a la sección d.iii.

